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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO 
 
 
 
MESA DIRECTIVA DEL PRIMER PERÍODO  
ORDINARIO DE SESIONES CORRESPONDIENTE 
AL TERCER AÑO DE EJERCICIO CONSTITUCIONAL  
DE LA XV LEGISLATURA AL HONORABLE CONGRESO  
DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR. 
P R E S E N T E . – 
 
HONORABLE ASAMBLEA. 
 
Rigoberto Murillo Aguilar, Lorenia Lineth Montaño Ruíz y Perla Guadalupe Flores 

Leyva en nuestro carácter de Diputados integrantes de la Fracción Parlamentaria 

del PES, en la XV Legislatura al Honorable Congreso del Estado de Baja California 

Sur, en uso de las facultades que nos otorgan los artículos 57 fracción II de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California Sur, y 101 

fracción II y demás relativos y aplicables de la Ley Reglamentaria de este Poder 

Legislativo, sometemos a consideración de esta Honorable Asamblea, Iniciativa 

con Proyecto de Decreto, mediante la cual se adiciona un segundo párrafo y las 

fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XVIII, 

XIX, XX, XXI y XXII, y un último párrafo al artículo 16 bis de la Ley de Acceso de 

las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Baja California Sur, y 

se reforma el artículo 57 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del 

Estado y Municipios de Baja California Sur 

 

EXPOSICION DE MOTIVOS 
 

Las Leyes que nos rigen se encuentran en constante evolución, por lo tanto en 

constante movimiento a través de reformas, derogaciones y adiciones, cuyo 

propósito es que se ajusten a las necesidades de la sociedad, por ello como 
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Legisladores Estatales, tenemos la responsabilidad de observar el comportamiento 

de nuestra sociedad, al mismo tiempo que se hacen estudios de derecho 

comparado, a efecto de revisar nuestro contenido normativo, contra el marco 

normativo de otros Estados del País, o disposiciones Federales que por su 

importancia e impacto en beneficio de la sociedad, puedan ser retomadas y formen 

parte de nuestras Leyes. 

 

En este sentido, la Ley General de Responsabilidades Administrativas, publicada en 

el Diario Oficial de la Federación, con fecha 18 de junio de 2016, precisa en su 

artículo 1o. que “es de orden público y de observancia general en toda la 

República, y tiene por objeto distribuir competencias entre los órdenes de gobierno 

para establecer las responsabilidades administrativas de los Servidores Públicos, 

sus obligaciones, las sanciones aplicables por los actos u omisiones en que estos 

incurran y las que correspondan a los particulares vinculados con faltas 

administrativas graves, así como los procedimientos para su aplicación”, así mismo 

tiene como objeto entre otros el de “establecer las sanciones por la comisión de 

Faltas de particulares, así como los procedimientos para su aplicación y las 

facultades de las autoridades competentes para tal efecto”. 

 

En nuestro Estado, con fecha 27 de junio de 2017, fue publicada en el Boletín Oficial 

del Gobierno del Estado de Baja California Sur, la Ley de Responsabilidades 

Administrativas del Estado y Municipios de Baja California Sur, cuya última reforma 

fue publicada el día 20 de abril de 2019, en el mismo medio de información oficial. 

 

Al analizar la Ley General de Responsabilidades Administrativas, encontramos que 
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mediante reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación, con fecha 13 de 

abril de 2020, se incluye en su artículo 57 como abuso de funciones de un servidor 

público, cuando se realicen por si o a través de un tercero, algunas de las conductas 

descritas en el artículo 20 TER de la Ley General de acceso de las Mujeres a una 

Vida Libre de Violencia, siendo estos supuestos los siguientes: 

 

“ARTÍCULO 20 Ter.- La violencia política contra las mujeres puede 
expresarse, entre otras, a través de las siguientes conductas: 

 

I. Incumplir las disposiciones jurídicas nacionales e internacionales que 
reconocen el ejercicio pleno de los derechos políticos de las mujeres; 

 
II.  Restringir o anular el derecho al voto libre y secreto de las mujeres, u 
obstaculizar sus derechos de asociación y afiliación a todo tipo de 
organizaciones políticas y civiles, en razón de género; 

 
III.  Ocultar información u omitir la convocatoria para el registro de 
candidaturas o para cualquier otra actividad que implique la toma de 
decisiones en el desarrollo de sus funciones y actividades; 

 
IV.  Proporcionar a las mujeres que aspiran u ocupan un cargo de elección 
popular información falsa o incompleta, que impida su registro como 
candidata o induzca al incorrecto ejercicio de sus atribuciones; 

 
V.  Proporcionar información incompleta o datos falsos a las autoridades 
administrativas, electorales o jurisdiccionales, con la finalidad de menoscabar 
los derechos políticos de las mujeres y la garantía del debido proceso; 

 
VI.  Proporcionar a las mujeres que ocupan un cargo de elección popular, 
información falsa, incompleta o imprecisa, para impedir que induzca al 
incorrecto ejercicio de sus atribuciones; 

 
VII.  Obstaculizar la campaña de modo que se impida que la competencia 
electoral se desarrolle en condiciones de igualdad; 
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VIII.  Realizar o distribuir propaganda política o electoral que calumnie, 
degrade o descalifique a una candidata basándose en estereotipos de 
género que reproduzcan relaciones de dominación, desigualdad o 
discriminación contra las mujeres, con el objetivo de menoscabar su imagen 
pública o limitar sus derechos políticos y electorales; 

 
IX.  Difamar, calumniar, injuriar o realizar cualquier expresión que denigre o 
descalifique a las mujeres en ejercicio de sus funciones políticas, con base 
en estereotipos de género, con el objetivo o el resultado de menoscabar su 
imagen pública o limitar o anular sus derechos; 

 
X.  Divulgar imágenes, mensajes o información privada de una mujer 
candidata o en funciones, por cualquier medio físico o virtual, con el 
propósito de desacreditarla, difamarla, denigrarla y poner en entredicho su 
capacidad o habilidades para la política, con base en estereotipos de género; 

 
XI.  Amenazar o intimidar a una o varias mujeres o a su familia o 
colaboradores con el objeto de inducir su renuncia a la candidatura o al cargo 
para el que fue electa o designada; 

 
XII.  Impedir, por cualquier medio, que las mujeres electas o designadas a 
cualquier puesto o encargo público tomen protesta de su encargo, asistan a 
las sesiones ordinarias o extraordinarias o a cualquier otra actividad que 
implique la toma de decisiones y el ejercicio del cargo, impidiendo o 
suprimiendo su derecho a voz y voto; 

 
XIII.  Restringir los derechos políticos de las mujeres con base a la 
aplicación de tradiciones, costumbres o sistemas normativos internos o 
propios, que sean violatorios de los derechos humanos; 

 
XIV.  Imponer, con base en estereotipos de género, la realización de 
actividades distintas a las atribuciones propias de la representación política, 
cargo o función; 
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XV.  Discriminar a la mujer en el ejercicio de sus derechos políticos por 
encontrarse en estado de embarazo, parto, puerperio, o impedir o restringir 
su reincorporación al cargo tras hacer uso de la licencia de maternidad o de 
cualquier otra licencia contemplada en la normatividad; 

 
XVI. Ejercer violencia física, sexual, simbólica, psicológica, económica o 
patrimonial contra una mujer en ejercicio de sus derechos políticos; 

 
XVII. Limitar o negar arbitrariamente el uso de cualquier recurso o atribución 
inherente al cargo que ocupe la mujer, incluido el pago de salarios, dietas u 
otras prestaciones asociadas al ejercicio del cargo, en condiciones de 
igualdad; 

 
XVIII.  Obligar a una mujer, mediante fuerza, presión o intimidación, a 
suscribir documentos o avalar decisiones contrarias a su voluntad o a la ley; 

 
XIX.  Obstaculizar o impedir el acceso a la justicia de las mujeres para 
proteger sus derechos políticos; 

 
XX.  Limitar o negar arbitrariamente el uso de cualquier recurso o atribución 
inherente al cargo político que ocupa la mujer, impidiendo el ejercicio del 
cargo en condiciones de igualdad; 

 
XXI.  Imponer sanciones injustificadas o abusivas, impidiendo o restringiendo 
el ejercicio de sus derechos políticos en condiciones de igualdad, o 

 
XXII.  Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean susceptibles 
de dañar la dignidad, integridad o libertad de las mujeres en el ejercicio de un 
cargo político, público, de poder o de decisión, que afecte sus derechos 
políticos electorales. 

 
La violencia política contra las mujeres en razón de género se sancionará en 
los términos establecidos en la legislación electoral, penal y de 
responsabilidades administrativas.” 
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Estos supuestos, no se encuentran dentro de nuestro marco normativo, ni en la 

Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Baja 

California Sur, ni en la Ley de Responsabilidades Administrativas, lo que se 

traduce en una nula sanción y por lo tanto impunidad estatal ya que no se  

contemplan estos actos de violencia política en nuestras leyes, lo cual atenta en 

ostensiblemente en contra de la lucha de las mujeres por una vida libre de 

violencia, lo que indudablemente debemos corregir de manera urgente,  por ello, 

se hace necesario retomar estas disposiciones y hacerlas ley vigente, derecho 

positivo que se cumpla y se aplique a los infractores que violenten los derechos 

políticos de las mujeres, debemos trabajar de manera constante para erradicar 

estas conductas, si queremos una sociedad más justa y libre de violencia. 

 
Por ello, quienes subscribimos la presente iniciativa, consideramos necesario y 

urgente incorporar a nuestra Legislación Estatal el contenido de la disposición en 

comento, por lo que proponemos adicionar el artículo 16 Bis de la Ley de Acceso 

de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el Estado de Baja California Sur, 

y reformar el artículo 57 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del 

Estado y Municipios de Baja California Sur, con el objetivo de encuadrar las 

conductas descritas en el artículo 20 Ter, de la Ley General de Acceso de las 

Mujeres a una Vida Libre de Violencia, como Faltas administrativas graves de los 

Servidores Público, específicamente como abuso de funciones de los servidores 

públicos. 

 
Por todo lo anteriormente expuesto, sometemos a la consideración de esta 

Honorable Asamblea la presente iniciativa con Proyecto de Decreto, solicitando a 
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la Presidencia de la Mesa Directiva de este Honorable Congreso, lo turne a la 

Comisión o Comisiones que considere deban conocer del mismo, y en su 

oportunidad a la Honorable Asamblea su voto aprobatorio para el siguiente: 

 

PROYECTO DE DECRETO 
 

EL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR. 
 

DECRETA 
 

SE ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO Y LAS FRACCIONES I, II, III, IV, V, VI, 
VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XVIII, XIX, XX, XXI Y XXII, Y UN 
ÚLTIMO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 16 BIS DE LA LEY DE ACCESO DE LAS 
MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE BAJA 
CALIFORNIA SUR, Y SE REFORMA EL ARTÍCULO 57 DE LA LEY DE 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DEL ESTADO Y MUNICIPIOS DE 
BAJA CALIFORNIA SUR. 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- Se adiciona un segundo párrafo y las fracciones I, II, III, 
IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XVIII, XIX, XX, XXI Y XXII, y 
un último párrafo al artículo 16 Bis de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia para el Estado de Baja California Sur, para quedar como sigue: 
 
Artículo 16 Bis.- La violencia Política contra las mujeres puede tener lugar en 
cualquier esfera: Política, económica, social, cultural, civil, o en cualquier relación 
interpersonal, en la comunidad, en un partido o institución política, incluye el 
ámbito público y el privado y puede efectuarse a través de cualquier medio de 
información como periódicos, radio o televisión y en el ciberespacio. Es por ello 
que las formas en las que debe atenderse variarán dependiendo del caso y, al 
mismo tiempo, el tipo de responsabilidades: penales, civiles, administrativas, 
electorales, internacionales, que genera. 
 
La violencia política contra las mujeres puede expresarse, entre otras, a 
través de las siguientes conductas: 
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I. Incumplir las disposiciones jurídicas nacionales e internacionales que 
reconocen el ejercicio pleno de los derechos políticos de las mujeres; 

 
II.  Restringir o anular el derecho al voto libre y secreto de las mujeres, u 
obstaculizar sus derechos de asociación y afiliación a todo tipo de 
organizaciones políticas y civiles, en razón de género; 

 
III.  Ocultar información u omitir la convocatoria para el registro de 
candidaturas o para cualquier otra actividad que implique la toma de 
decisiones en el desarrollo de sus funciones y actividades; 

 
IV.  Proporcionar a las mujeres que aspiran u ocupan un cargo de elección 
popular información falsa o incompleta, que impida su registro como 
candidata o induzca al incorrecto ejercicio de sus atribuciones; 

 
V.  Proporcionar información incompleta o datos falsos a las autoridades 
administrativas, electorales o jurisdiccionales, con la finalidad de 
menoscabar los derechos políticos de las mujeres y la garantía del debido 
proceso; 

 
VI.  Proporcionar a las mujeres que ocupan un cargo de elección popular, 
información falsa, incompleta o imprecisa, para impedir que induzca al 
incorrecto ejercicio de sus atribuciones; 

 
VII.  Obstaculizar la campaña de modo que se impida que la competencia 
electoral se desarrolle en condiciones de igualdad; 

 
VIII.  Realizar o distribuir propaganda política o electoral que calumnie, 
degrade o descalifique a una candidata basándose en estereotipos de género 
que reproduzcan relaciones de dominación, desigualdad o discriminación 
contra las mujeres, con el objetivo de menoscabar su imagen pública o 
limitar sus derechos políticos y electorales; 

 
IX.  Difamar, calumniar, injuriar o realizar cualquier expresión que denigre o 
descalifique a las mujeres en ejercicio de sus funciones políticas, con base 
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en estereotipos de género, con el objetivo o el resultado de menoscabar su 
imagen pública o limitar o anular sus derechos; 

 
X.  Divulgar imágenes, mensajes o información privada de una mujer 
candidata o en funciones, por cualquier medio físico o virtual, con el 
propósito de desacreditarla, difamarla, denigrarla y poner en entredicho su 
capacidad o habilidades para la política, con base en estereotipos de género; 

 
XI.  Amenazar o intimidar a una o varias mujeres o a su familia o 
colaboradores con el objeto de inducir su renuncia a la candidatura o al 
cargo para el que fue electa o designada; 

 
XII.  Impedir, por cualquier medio, que las mujeres electas o designadas a 
cualquier puesto o encargo público tomen protesta de su encargo, asistan a 
las sesiones ordinarias o extraordinarias o a cualquier otra actividad que 
implique la toma de decisiones y el ejercicio del cargo, impidiendo o 
suprimiendo su derecho a voz y voto; 

 
XIII.  Restringir los derechos políticos de las mujeres con base a la 
aplicación de tradiciones, costumbres o sistemas normativos internos o 
propios, que sean violatorios de los derechos humanos; 

 
XIV.  Imponer, con base en estereotipos de género, la realización de 
actividades distintas a las atribuciones propias de la representación política, 
cargo o función; 

 
XV.  Discriminar a la mujer en el ejercicio de sus derechos políticos por 
encontrarse en estado de embarazo, parto, puerperio, o impedir o restringir 
su reincorporación al cargo tras hacer uso de la licencia de maternidad o de 
cualquier otra licencia contemplada en la normatividad; 

 
XVI. Ejercer violencia física, sexual, simbólica, psicológica, económica o 
patrimonial contra una mujer en ejercicio de sus derechos políticos; 

 
XVII. Limitar o negar arbitrariamente el uso de cualquier recurso o atribución 
inherente al cargo que ocupe la mujer, incluido el pago de salarios, dietas u 
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otras prestaciones asociadas al ejercicio del cargo, en condiciones de 
igualdad; 

 
XVIII.  Obligar a una mujer, mediante fuerza, presión o intimidación, a 
suscribir documentos o avalar decisiones contrarias a su voluntad o a la ley; 

 
XIX.  Obstaculizar o impedir el acceso a la justicia de las mujeres para 
proteger sus derechos políticos; 

 
XX.  Limitar o negar arbitrariamente el uso de cualquier recurso o atribución 
inherente al cargo político que ocupa la mujer, impidiendo el ejercicio del 
cargo en condiciones de igualdad; 

 
XXI.  Imponer sanciones injustificadas o abusivas, impidiendo o 
restringiendo el ejercicio de sus derechos políticos en condiciones de 
igualdad, o 

 
XXII.  Cualesquiera otras formas análogas que lesionen o sean susceptibles 
de dañar la dignidad, integridad o libertad de las mujeres en el ejercicio de un 
cargo político, público, de poder o de decisión, que afecte sus derechos 
políticos electorales. 

 
La violencia política contra las mujeres en razón de género se sancionará en 
los términos establecidos en la legislación electoral, penal y de 
responsabilidades administrativas. 
 
 
ARTÍCULO SEGUNDO.- Se Reforma el Artículo 57 de la Ley de 
Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de Baja California Sur, 
para quedar como sigue: 
 
Artículo 57. Incurrirá en abuso de funciones el servidor público que ejerza 
atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que tenga, para realizar o 
inducir actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio para sí o para las 
personas a las que se refiere el artículo 52 de esta Ley o para causar perjuicio a 
alguna persona o al servicio público; así como cuando realiza por sí o a través 
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de un tercero, alguna de las conductas descritas en el artículo 20 Ter, de la 
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y 16 Bis 
de la Ley de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia para el 
Estado de Baja California Sur. 
 

TRANSITORIOS 

 

ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación 
en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado de Baja California Sur. 

 

Dado en la Sala de Sesiones del Poder Legislativo del Estado de Baja California 
Sur, a los 10 días del mes de diciembre de 2020. 

 

ATENTAMENTE 

 

 

DIP. LORENIA LINETH MONTAÑO RUÍZ. 
 
 
 

DIP. PERLA GUADALUPE FLORES LEYVA. 
 
 
 

DIP. RIGOBERTO MURILLO AGUILAR. 
 

 


